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Resumen
El Acuerdo de Escazú es un tratado para América Latina y el Caribe que aborda los derechos de acceso a la 
información, participación pública y justicia en asuntos ambientales, y proporciona un marco legal regional para 
la protección de las personas y colectivos defensores de derechos humanos ambientales. En este documento se 
analiza el significado y alcance del Acuerdo de Escazú para la protección de las personas y colectivos defensores 
de derechos humanos ambientales. Se examinan los desafíos y oportunidades para su implementación, espe-
cialmente respecto a la complejidad de los problemas a abordar; también, la participación en las estructuras de 
planificación y gobernanza, la construcción de voluntad política de los gobiernos en torno a los planes nacionales 
de implementación, y algunas características de las hojas de ruta nacionales. Finalmente, se proponen recomen-
daciones específicas para los países y la Conferencia de las Partes del Acuerdo.
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El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el 
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales 
en América Latina y el Caribe (en adelante, 

el Acuerdo de Escazú) fue adoptado en Escazú 
(Costa Rica) el 4 de marzo de 2018 y entró en vigor 
el 22 de abril de 2021. 

El Acuerdo, abierto a los 33 países de América 
Latina y el Caribe, tiene como objetivo 

garantizar la implementación plena y efectiva en 
América Latina y el Caribe de los derechos de 
acceso a la información ambiental, participación 
pública en los procesos de toma de decisiones 
ambientales y acceso a la justicia en asuntos am-
bientales, así como la creación y el fortalecimiento 
de las capacidades y la cooperación, contribuyen-
do a la protección del derecho de cada persona, 
de las generaciones presentes y futuras, a vivir en 
un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible. 
(Acuerdo de Escazú, 2018) 

El Acuerdo tiene una estructura principal de 
gobernanza, que es la Conferencia de las Partes 
(CoP), la cual reúne cada dos años a los Estados1. 

Escazú marca un hito porque es el primer 
acuerdo regional ambiental de América Latina y 
el Caribe, y el primero en el mundo en contener 
disposiciones específicas y obligaciones legales 
para con las personas y colectivos defensores de 
los derechos humanos ambientales (PCddhA). Este 
policy brief analiza las disposiciones, los mecanis-
mos principales, los desafíos y oportunidades que 

1 El Acuerdo establece también el Comité de Apoyo a 
la Aplicación y el Cumplimiento (CAAC) como órgano 
subsidiario de la Conferencia de las Partes, con carácter 
consultivo, para promover la aplicación y apoyar a las 
Partes en la implementación del Acuerdo. Para más 
información, véase CAAC (2024). 

contiene el Acuerdo, especialmente en lo tocante 
a los planes nacionales de implementación.

La situación de personas y 
colectivos defensores de derechos 
humanos y ambientales en 
América Latina y el Caribe

La región de América Latina y el Caribe ha sido 
históricamente una de las más peligrosas para 
PCddhA. Según informes de organizaciones como 
Global Witness, en 2022 fueron asesinadas en el 
mundo al menos 177 personas por proteger el 
medio ambiente, con lo que el total de homicidios 
cometidos desde 2012 asciende a 1910 (Global 
Witness, 2023): un 88 % de los asesinatos se pro-
dujo en América Latina, con tres países a la cabeza: 
Colombia (60 asesinatos), Brasil (34 asesinatos) y 
México (21 asesinatos). En Honduras se produjeron 
14 asesinatos, pero esta cifra le significaría al país 
tener el mayor número en el mundo de personas 
defensoras ambientales asesinadas per cápita.

Según el citado informe de Global Witness, en 
2022 cerca de la mitad de las personas defensoras 
ambientales asesinadas (un 43 %) fueron indíge-
nas o afrodescendientes2. Lo anterior muestra el 
impacto diferencial que sufren estas poblaciones, 
porque supera con mucho su proporción respecto 
a la población general en los países de la región. El 
11 % de estas personas está conformado por mu-
jeres, aunque esta cifra no refleja adecuadamente 
todas las otras formas de violencia que sufren las 
mujeres defensoras ambientales. Así mismo, estas 

2 Entre las PCddhA asesinadas, el 36 % corresponde 
a personas indígenas y el 7 % a personas 
afrodescendientes. 
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cifras incluyen un número de personas que eran 
agentes estatales (sobre todo guardaparques), 
juristas y periodistas, todas ellas relacionadas con 
la defensa del medio ambiente. 

Esta concentración de asesinatos de PCddhA 
en la región, si bien es muy grave, no proporciona 
un panorama completo de la situación de tales 
personas y colectivos. Los homicidios son solo la 
parte visible de una problemática más profunda, 
en la que se dan múltiples formas de agresión, en 
su mayoría no reportadas, que impiden la defensa 
de derechos humanos ambientales. Cabe desta-
car aquí el problema creciente del uso indebido 
de los sistemas de justicia contra PCddhA, lo que 
comúnmente se denomina criminalización. A ello 
se le unen amenazas continuas, estigmatización, 
etc. Todas estas amenazas, acciones violentas y 
acciones de criminalización son perpetradas por 
diferentes actores estatales y no estatales (inclu-
yendo empresas privadas y grupos criminales).

Escazú: la protección de pcddha

El Acuerdo de Escazú incluye varias disposiciones 
relacionadas con la protección de PCddhA3. Por una 
parte, su artículo 9 se refiere específicamente a la 
protección de PCddhA, y recoge tres obligaciones 
principales para los Estados que son parte del 
Acuerdo: la obligación sistémica o estructural de 
asegurar un entorno seguro y favorable para que 
PCddhA puedan trabajar sin enfrentar amenazas, 
restricciones o inseguridades; la obligación de 
implementar medidas de reconocimiento y me-
didas preventivas y de protección, y la obligación 
de adoptar medidas reactivas tras los hechos, in-
cluyendo medidas para prevenir, investigar y san-
cionar cualquier ataque, amenaza o intimidación 
en su contra4. 

3 El texto completo del Acuerdo puede verse en el sitio 
web de la Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe (CePAl, 2022).

4 El texto del artículo 9 reza: “Cada Parte garantizará 
un entorno seguro y propicio en el que las personas, 
grupos y organizaciones que promueven y defienden 
los derechos humanos en asuntos ambientales puedan 
actuar sin amenazas, restricciones e inseguridad”. 
Luego se lee: “Cada Parte tomará las medidas 
adecuadas y efectivas para reconocer, proteger y 
promover todos los derechos de los defensores de los 
derechos humanos en asuntos ambientales, incluidos 
su derecho a la vida, integridad personal, libertad de 
opinión y expresión, derecho de reunión y asociación 
pacíficas y derecho a circular libremente, así como 
su capacidad para ejercer los derechos de acceso, 

Por otra parte, hay varias disposiciones que 
están relacionadas con el acceso de PCddhA a la 
información sobre asuntos ambientales (arts. 5 
y 6), que garantizan el acceso a la información 
ambiental necesaria para realizar su labor. Otras 
disposiciones son la participación pública en los 
procesos de toma de decisiones ambientales (art. 
7), que garantiza que PCddhA puedan participar 
de manera efectiva en consultas públicas y otros 
mecanismos participativos, y el acceso a la justicia 
en asuntos ambientales (art. 8), que establece 
mecanismos judiciales y administrativos para que 
PCddhA puedan denunciar violaciones y mecanis-
mos de reparación5. 

El Plan de Acción del Acuerdo 
para pcddha y los planes 
nacionales de protección 

El Acuerdo establece que las Partes firmantes se 
reunirán en la Conferencia de las Partes (CoP), que 
son bienales. En abril de 2024 se celebró la Tercera 
(CoP3), en la que se aprobó el denominado Plan 
de Acción sobre Defensoras y Defensores de De-
rechos Humanos en Asuntos Ambientales6 (CePAl, 
2024a), para avanzar en la implementación del 
artículo 9. Este Plan incluye cuatro ejes prioritarios, 
que se conciben como complementarios y están 
interrelacionados: 1) generación de conocimiento; 
2) reconocimiento (del papel de PCddhA); 3) forta-
lecimiento de capacidades y cooperación para la 
implementación nacional del Plan de Acción, y 4) 

teniendo en cuenta las obligaciones internacionales de 
dicha Parte en el ámbito de los derechos humanos, sus 
principios constitucionales y los elementos básicos de 
su sistema jurídico”. Y enseguida: “Cada Parte tomará 
medidas apropiadas, efectivas y oportunas para 
prevenir, investigar y sancionar ataques, amenazas o 
intimidaciones que los defensores de los derechos 
humanos en asuntos ambientales puedan sufrir en el 
ejercicio de los derechos contemplados en el presente 
Acuerdo”.

5 En el artículo 8, se mencionan: “Mecanismos de 
reparaciones tales como la restitución al estado previo 
al daño, la restauración, la compensación o el pago de 
una sanción económica, la satisfacción, las garantías de 
no repetición, la atención a las personas afectadas y los 
instrumentos financieros para apoyar la reparación”.

6 Este Plan de Acción fue preparado por un Grupo de 
Trabajo de composición abierta, con la participación 
de la sociedad civil, incluyendo a pueblos indígenas, 
comunidades locales y otros actores; fue coordinado 
por Chile, Ecuador y San Cristóbal y Nieves, y cuenta 
con un plazo de ejecución de seis años (de abril de 
2024 a abril de 2030). 
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evaluación, seguimiento y revisión. Cada uno de 
estos ejes recoge una serie de líneas de acción 
(veinte en total). La CoP3 aprobó también un do-
cumento titulado Implementación nacional, por el 
que la Conferencia7 

invita a todas las Partes a elaborar, con el apoyo 
de la Secretaría, planes y hojas de ruta para la 
implementación nacional del Acuerdo de Escazú a 
la mayor brevedad posible […], con la significativa 
participación del público, incluidos los pueblos 
indígenas y las comunidades locales, y a informar 
sobre los avances en su aplicación y seguimiento 
en las siguientes reuniones ordinarias de la Con-
ferencia de las Partes. (CePAl, 2024a)8

Estos planes y hojas de ruta nacionales 
constituyen, a mi juicio, la arena esencial para la 
implementación efectiva del Acuerdo de Escazú 
en lo tocante a garantizar la protección y la la-
bor de PCddhA. 

La protección de pcddha a nivel nacional: 
de la voluntad política a la acción política

El Acuerdo ofrece un marco de cooperación regio-
nal e internacional que es esencial para abordar 
problemas ambientales comunes y, en muchas oca-
siones, transfronterizos. Sin embargo, la plataforma 
que brinda la Conferencia de las Partes también 
debería ser considerada como un espacio para 
transitar de la construcción de la voluntad política 
a la ejecución de la acción política, necesarias 
para implementar el Acuerdo, como se analizará 
a continuación. En primer lugar, abordaré dos 
mecanismos para construir la mencionada voluntad 
política, y después discutiré algunas dimensiones 
de la acción política en los planes nacionales, tales 
como la complejidad de los problemas relativos a 
la protección de PCddhA, la participación efectiva, 
la idoneidad de la planificación y gobernanza en 
red o colaborativa, y la necesidad de elaborar 
hojas de ruta y planes nacionales con una vocación 

7 La Secretaría del Acuerdo está operada por la CePAl.
8 Otro de los desarrollos de la CoP3 fue la decisión 

sobre transversalización de la perspectiva de género, 
para, entre otros fines, promover “la participación 
plena y efectiva de las mujeres en toda su diversidad, 
incluidas las mujeres indígenas, y la incorporación de 
la perspectiva de igualdad de género en la aplicación 
del Acuerdo, en particular en los planes y hojas de 
ruta de implementación nacional que elaboren”. Véase 

“Tercera reunión de la Conferencia de las Partes del 
Acuerdo de Escazú” (CePAl, 2024a).

transformadora, para construir un futuro goberna-
ble en cuanto a la protección de PCddhA.

Construyendo la voluntad 
política de los gobiernos
La voluntad política y el compromiso de los gobier-
nos en torno a los planes nacionales son cruciales 
para la implementación efectiva del Acuerdo. Evi-
taré aquí las frecuentes discusiones sobre la falta o 
la existencia de voluntad política, para enfocarme, 
de un modo más propositivo, en su necesaria cons-
trucción en torno a un tema. Planteo dos abordajes 
para esta construcción de voluntad política9: 1) la 
necesidad de mecanismos de rendición de cuentas, 
y 2) la inserción en redes o sistemas de las estruc-
turas de planificación, participación y gobernanza 
de los planes nacionales.

En primer lugar, la creación de mecanismos 
de rendición de cuentas sobre la implementación 
y los resultados de los planes nacionales permi-
tiría una fiscalización de estos, al informar sobre 
el progreso, los desafíos y los logros alcanzados, 
con la idea de fomentar un ambiente de corres-
ponsabilidad y compromiso, y de empoderar a la 
sociedad civil, mediante su participación activa y la 
apropiación del proceso. Todo esto contribuiría a 
desarrollar la voluntad política de las autoridades 
para la implementación de los planes, otorgaría 
legitimidad a las acciones estatales y generaría 
confianza en las instituciones y el apoyo necesario 
para la continuidad y mejora de los planes. 

En este punto, creo necesario diferenciar 
brevemente la rendición de cuentas de la eva-
luación porque, siendo esta otra dimensión de 
las políticas públicas, no coinciden en su forma y 
función. Reconocer las diferencias haría posible, 
desde luego, una puesta en marcha diferenciada, 
en la forma y momento más adecuados.

La rendición de cuentas se basa en desarro-
llos o hitos (rubrics) previamente acordados, y se 
realizaría —de modo público y participativo— en 
momentos señalados de la implementación del 
plan. Ahora, la evaluación, especialmente orien-
tada al aprendizaje, tiene un carácter sobre todo 
técnico, cuyo objetivo es analizar procesos, iden-
tificar áreas de mejora y evaluar resultados para 
priorizar las acciones más efectivas y eficientes. La 
evaluación debería seguir una lógica vinculada a la 
planificación, con el objetivo de orientar y adaptar 

9 Hago este planteamiento basado en la experiencia 
propia, así como en los trabajos de Post et al. (2010), 
Hudson et al. (2018) y Eliassi-Rad et al. (2020). 
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los planes a medida que se van implementando, 
según el cumplimiento de indicadores, lo que es 
especialmente importante al momento de abordar 
los problemas complejos que analizo más adelante. 
Estas diferencias se manifiestan, por ejemplo, en 
que el uso de indicadores muy concretos de eva-
luación puede obstaculizar y socavar la rendición 
de cuentas; más allá de esto, concebir la evaluación 
como mecanismo de rendición de cuentas limita la 
disposición de las autoridades para realizar dicha 
evaluación. 

En segundo lugar, la conexión o inserción de 
las estructuras de planificación o gobernanza de un 
plan nacional en redes o sistemas de su entorno10 
es relevante para crear voluntad política con miras 
a la protección de PCddhA. Esta inserción debe ser 
intersectorial, abarcando diversos actores dentro 
de una estructura de gobierno11, pero también es 
relacional y transversal, ya que conecta la estructura 
de gobernanza de ese plan con foros ciudadanos, 
mesas nacionales o subnacionales, etc., para poner 
en diálogo las estructuras políticas convencionales 
con otros espacios deliberativos y de participación. 
La inserción en redes facilitaría la interacción y 
colaboración entre actores de gobierno y Estado, 
sociedad civil y sector privado, así como los flu-
jos de información; además, movilizaría recursos, 
conjugaría diversos niveles de poder e intereses 
potencialmente opuestos, aumentaría la legitimi-
dad y el apoyo público, y mejoraría la capacidad 
de respuesta rápida y coordinada ante los riesgos 
que enfrentan PCddhA. Por último, tal inserción 
mantendría una mirada general del abordaje 
de problemas que, de hecho, son abiertamente 
sistémicos. 

Construyendo la acción política de los 
gobiernos: ¿es gobernable el futuro prometido 
por el Plan de Acción del Acuerdo?
Como he dicho, el principal desafío del Acuerdo 
de Escazú es su implementación efectiva a nivel 
nacional. El mencionado Plan de Acción del Acuer-
do insta a dicha implementación nacional, pero 
cabe preguntarse si es gobernable ese futuro, a 
partir del presente o punto de partida donde se 
ubica el Acuerdo. 

10 A partir del concepto de embeddeness, según el 
término clásico de Granovetter (1985).

11 Por ejemplo, el Mecanismo gubernamental de 
protección de personas defensoras de derechos 
humanos en Perú tiene una estructura multisectorial, 
que incluye a varios ministerios relacionados con el 
tema. 

En políticas públicas, generalmente, se mode-
la el futuro como un horizonte abierto a desarrollos 
positivos, un “objeto gobernable” mediante un plan. 
Sin embargo, la gobernanza de ese futuro no es 
un devenir indeterminado, sino una construcción 
social y política moldeada por las condiciones 
presentes a través de los discursos que lo abordan, 
la cual se reconstruye continuamente con base en 
los entendimientos sobre el momento presente 
(Luukkonen, 2019). En esta medida, sería necesario 
preguntarse por los cambios que deben hacerse 
en la realidad actual para que ese futuro prometido 
sea gobernable, y también indagar por las condi-
ciones y posibilidades de dichos cambios. Pero 
aquí el Plan de Acción condiciona el cumplimiento 
de sus objetivos a una deseada gobernanza del 
futuro, sin incorporar en su planteamiento por qué 
las acciones necesarias no se han hecho antes, ni 
tampoco qué habría de cambiar ahora. De esta 
manera, el Plan de Acción: 1) elude el diagnóstico 
de los problemas; 2) no establece las mejores 
líneas de acción en los planes nacionales, y 3) 
le confía la gobernanza del futuro ambiental a la 
voluntad política de las Partes y a una estructura 
supranacional laxa (las conferencias bienales de las 
Partes) que, por sí misma, no va a lograr la necesaria 
rendición de cuentas respecto a la implementación 
nacional del Acuerdo. 

La complejidad de los problemas 
relativos a la protección de pcddha 

En políticas públicas, los pocos problemas que 
son “simples” tienen unas dimensiones definidas 
y una solución “técnica” clara, aunque pueda ser 
complicada. Sin embargo, la protección de PCddhA 
corresponde al concepto de “problemas endia-
blados” o extremadamente complejos (wicked 
problems), como se denominaron inicialmente en 
el campo de las políticas públicas (Rittel & Webber, 
1973). Estos problemas complejos se caracterizan 
por contar con diferentes perspectivas sobre lo 
que realmente es el problema, que por otra parte 
se muestra refractario a las soluciones implemen-
tadas, sobre las que tampoco hay un acuerdo 
claro, por ejemplo: ¿la protección de PCddhA es 
un tema de seguridad, orden público, acceso a 
derechos o gobernabilidad? Estos problemas 
suelen tener múltiples causas y son parte o síntoma 
de otros problemas mayores (corrupción, impuni-
dad, discriminación histórica, violencia estructural, 
débil presencia del Estado, etc.); además, existen 
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numerosos actores involucrados: actores estatales 
y no estatales, corporaciones, etc., con distintos 
niveles de poder e intereses diversos. A lo anterior, 
se suma el agravante del aumento significativo del 
poder de algunos actores no estatales, como las 
corporaciones transnacionales, mientras que el 
poder del Estado como garante de derechos se 
ha debilitado y ha sido cuestionado en muchos 
casos (véase Eguren & Folgueira Castro, 2024). Por 
todo ello, un abordaje reduccionista o simplista del 
problema está destinado al fracaso (2024).

La protección de PCddhA requiere un enfoque 
amplio que considere su naturaleza compleja y el 
anidamiento de unos problemas en otros, que son 
desafíos ya conocidos en políticas públicas. Esto 
requiere el diseño de planes nacionales con una 
visión sistémica de los distintos problemas y acto-
res, con capacidad de adaptación ante dinámicas 
cambiantes y unas estructuras de planificación y 
gobernanza acordes con esta complejidad.

Participación 

El Acuerdo hace énfasis en la participación de la 
sociedad civil, pero no se especifica cómo sería 
esta participación. Algunos países han comenza-
do a elaborar planes nacionales aludiendo a la 
realización de “múltiples talleres”12 o a encuestas 
en línea, foros públicos y canales en línea13, sin 
aparentemente tener en cuenta que sin planes y 
modelos claros se corre el riesgo de que la parti-
cipación se convierta en mera consulta de trámite 
sobre temas ya predefinidos, escamoteando la 
incorporación de PCddhA a la definición de los 
problemas a abordar y a la planificación de los 
planes nacionales y su seguimiento, pero espe-
cialmente a su gobernanza. Por ello es necesario 
dotar de contenido y estructura a aquello que 
podría quedarse en una participación genérica.

Para garantizar una participación real es rele-
vante, a mi juicio, distinguir entre los procesos de 
empoderamiento, influencia e inclusión, aunque 
frecuentemente estos procesos se usan de manera 
intercambiable (Natarajan & Hassan, 2024). 

El empoderamiento ha de tener en cuenta las 
complejas dinámicas existentes entre conocimiento 

12 Por ejemplo, Chile. Al respecto, véase el sitio web de la 
Superintendencia del Medio Ambiente (2024).

13 Es el caso de Santa Lucía. En relación con este país, 
véase la publicación titulada “Observatorio del 
Principio 10 en América Latina y el Caribe” (CePAl, 
2024b).

y poder, de modo que este empoderamiento se 
construiría a partir de la significación de la legi-
timidad de los actores de defensa ambiental, el 
acceso a la información adecuada (acceso que 
está previsto en el Acuerdo) y el desarrollo de 
confianza mutua para una acción política. 

Ahora, la capacidad de generar influencia, es 
decir, de lograr modelar los cambios esperados, va 
más allá del empoderamiento, pues es una cuestión 
de agency, esto es, del acceso significativo de PC-
ddhA a los espacios en que se toman las decisiones. 
La forma idónea de acceso sería, en este caso, la 
participación en la planificación y gobernanza de 
los planes nacionales14. Por su parte, la inclusión 
tiene que ver con la equidad en el acceso a los 
procesos en marcha, sobre todo para comunidades 
y grupos tradicionalmente excluidos. Al respecto, 
puede decirse, de un modo muy informal, que hay 
comunidades “excluidas pero incluibles”15, aunque 
también hay comunidades excluidas que no van 
a ser incluidas, bien sea por enfrentar estructuras 
más profundas de discriminación, o bien por la 
falta de confianza e involucramiento, o por su falta 
de interés para ser incluidas. La inclusión efectiva 
no se va a dar de modo espontáneo y requiere de 
estrategias y procedimientos ad hoc.

Para construir empoderamiento, influencia 
e inclusión es importante distinguir entre los di-
ferentes sujetos que suelen englobarse bajo dos 
categorías generales, aunque simplificadoras: 

“personas defensoras” y “comunidades”. La pri-
mera categoría tiende a individualizar, extrayendo 
conceptualmente a esos individuos de las estruc-
turas y procesos sociales en que están insertos. 
La segunda tiende a idealizar, asumiendo que las 
denominadas comunidades son estructuras defi-
nidas, estables, con una localización circunscrita, 
una continuidad territorial y poblacional, y con 
fines comunes y acordados, cuando la realidad 
puede distar mucho de esta idealización. Una 
adecuada estrategia de participación debería evitar 
estas simplificaciones categóricas, para abarcar 
realidades mucho más complejas. 

En resumen, propongo que la participación 
efectiva puede entenderse solo mediante la arti-
culación de procesos de empoderamiento, estruc-
turas que permitan la creación de influencia en la 
toma de decisiones y que cuenten con un enfoque 

14 En el siguiente apartado, se analiza la gobernanza de 
los planes nacionales.

15 Por ejemplo, el limitado número de pueblos 
indígenas que logren hacer oír su voz y lleguen a ser 
considerados como interlocutores por los gobiernos.
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efectivo en inclusión. Estos procesos, además, han 
de ubicarse en los puntos de partida de los pla-
nes nacionales —caracterizados por los distintos 
contextos e intereses—, las relaciones sociales y 
de poder existentes, y los recursos disponibles. 

Planificación y gobernanza 
en red o colaborativa

Las políticas que abordan problemas extremada-
mente complejos se benefician de estructuras de 
gobernanza en red o colaborativa, que se confor-
man mediante estructuras híbridas que sientan a 
conversar, bajo la dirección del gobierno, a una 
serie de actores involucrados en la protección de 
PCddhA, incluyendo no solo al poder ejecutivo, sino 
a otras autoridades del Estado, representantes 
de PCddhA, organismos internacionales, etc. Esta 
gobernanza en red hace posible la interacción de 
estos actores, con sus distintas lógicas, racionalida-
des, territorialidades e intereses, pero buscando 
activamente cierto nivel de acuerdo y objetivos 
compartidos (Eguren, 2017), porque tal estructura 
en red incorpora un ejercicio consciente del poder 
que requiere concertar respuestas con los sectores 
sociales e institucionales afectados (Dodge, 2010). 

En la región existen varios ejemplos concretos 
de estructuras de gobernanza en red o deliberativa 
que promueven la participación ciudadana y la 
colaboración entre gobiernos y diferentes acto-
res, que van desde la construcción participativa 
de presupuestos municipales, hasta las mesas 
nacionales de concertación para la lucha contra 
la pobreza. Los mecanismos gubernamentales de 
protección de personas defensoras de México y 
Honduras (instaurados por sendas leyes en 2012 
y 2015) están también regidos por una estructura 
de gobernanza en red. 

Hojas de ruta y planes nacionales 
con vocación transformadora 
frente a estructuras de poder

La implementación de Escazú a nivel nacional 
necesitará de hojas de ruta con vocación transfor-
madora, que muestren lo que se va a hacer, con una 
distinción de lo realizado hasta ahora, teniendo en 
cuenta aspectos como el preocupante punto de 
partida (o diagnóstico inicial) para cada contexto, 
el amplio e indefinido futuro que se pretende 
gobernar y los intereses y estructuras de poder 

desde donde se pondrán en marcha los planes, con 
actores (internos o externos) que se resistirán a las 
necesarias transformaciones. Una vez definidas sus 
metas, los planes nacionales tendrían que enfocarse 
en los procesos de implementación, superando 
resistencias al cambio, analizando los progresos y 
los posibles fracasos, y reajustando la planificación 
de manera continua para buscar un progreso que 
no será lineal ni uniforme. El objetivo último de 
los planes nacionales ha de ser, como recoge el 
artículo 9 del Acuerdo, la creación de un entorno 
seguro y propicio para promover y defender los 
derechos humanos en asuntos ambientales16. 

Por último, se debe evitar en los planes nacio-
nales reducir el concepto de riesgo a la noción de 
seguridad física de PCddhA; en cambio, será nece-
sario extenderlo al enfoque que he denominado 

“modelo socio-ecológico de riesgo colectivo”17, 
que reconoce que el riesgo de PCddhA se debe 
también a amenazas que afectan al medio ambiente 
y el territorio, como son la contaminación, la defo-
restación, la falta de seguridad jurídica sobre las 
propiedades, las invasiones o el acaparamiento 
de tierras, las actividades extractivas excluyentes, 
etc. Los planes nacionales deberían abarcar, por 
tanto, estos riesgos colectivos: precisamente las 
amenazas y agresiones se dan cuando PCddhA se 
movilizan contra dichas amenazas. De poco serviría 
que un plan abordara el síntoma (una agresión) 
si no se abordan las causas de esas agresiones. 

Recomendaciones

Para implementar el Acuerdo de Escazú en lo tocan-
te a la protección de PCddhA, propongo una serie 
de recomendaciones a los gobiernos nacionales y 
a la Conferencia de las Partes y el Comité de Apoyo 
a la Aplicación y el Cumplimiento del Acuerdo. 

16 Los planes nacionales tendrían que buscar la necesaria 
confluencia con los mecanismos nacionales de 
protección de personas defensoras, si hubiera en 
el país, pero sin perder su abordaje amplio bajo la 
lógica del Acuerdo de Escazú. Para más información 
sobre entornos seguros y habilitantes, véase Eguren y 
Folgueira Castro (2024).

17 Este enfoque se propone en un manuscrito sin publicar 
bajo el título de “Esquema de niveles de análisis 
anidados” (2023), adaptado a partir del enfoque 
socio-ecológico de sistemas de Bronfenbrenner. Véase 
Schölmerich y Kawachi (2016). 
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Recomendaciones a los gobiernos nacionales
En primer lugar, están las recomendaciones 

sobre los planes de acción y su evaluación:
• Diseñar e implementar, con la máxima par-

ticipación, planes de acción que partan de 
la identificación compartida de los proble-
mas a abordar, prestando especial atención 
a su complejidad y su interconexión con 
otros problemas. Tales planes deben incluir 
estructuras de planificación y gobernanza 
en red, lideradas por el gobierno, pero con 
la participación de PCddhA y otros actores 
involucrados. 

• Asegurar los mecanismos de monitoreo y 
evaluación necesarios para capturar los re-
sultados de las acciones iniciales y modular 
el plan a medida que se va implementando, 
recogiendo las lecciones aprendidas, pero 
manteniendo el abordaje abierto, basado en 
teorías de cambio, con intervenciones piloto 
y una apertura a cierto nivel de incertidumbre, 
todo lo cual es necesario para responder a 
problemas complejos. 

• Integrar un enfoque diferencial, de género, 
diversidad e interseccionalidad en los planes, 
para asegurar que los enfoques de protec-
ción tengan en cuenta las necesidades espe-
cíficas de mujeres defensoras y la inclusión de 
poblaciones que pueden estar en situaciones 
de vulnerabilidad, reconociendo los riesgos 
particulares que enfrentan, sus capacidades, 
y proporcionando apoyo adaptado a sus 
contextos y necesidades.

• Crear o fortalecer programas de protección 
para pcddha, incluyendo medidas adecuadas 
de protección y seguridad, apoyo legal y 
psicológico y otras que sean necesarias. Los 
Estados de la región deben garantizar que 
estos programas sean accesibles y efectivos.

Luego, está la recomendación sobre los me-
canismos de rendición de cuentas:
• Establecer mecanismos efectivos y diferencia-

dos de rendición de cuentas, para contribuir 
a crear la voluntad política, de tal forma que 
los Estados que hacen parte del Acuerdo 
cumplan con sus obligaciones.

Enseguida, aquellas sobre la participación:
• Promover la adecuada participación de la 

sociedad civil y de pcddha en la gobernanza 
y el seguimiento de los planes nacionales. 

Específicamente, incluir la participación 
significativa de los actores involucrados y 
de PCddhA en el proceso de planificación, 
implementación, monitoreo y evaluación de 
los planes nacionales.

• Incluir estructuras de planificación y de go-
bernanza en red, bajo la dirección del go-
bierno, aunque con la participación efectiva 
de todos los sectores involucrados, para así 
atender especialmente las necesidades de 
empoderamiento de PCddhA y su capacidad 
(agency) para tomar parte en las decisiones 
sobre los planes. 

Por último, una recomendación sobre el for-
talecimiento institucional:
• Mejorar la capacidad de las estructuras de 

planificación y gobernanza encargadas 
de implementar y monitorear el Acuerdo, 
proporcionando capacitación, personal y 
recursos adecuados. 

Recomendaciones a la Conferencia de las 
Partes y el Comité de Apoyo a la Aplicación 
y el Cumplimiento del Acuerdo
• Fortalecer la cooperación para intercambiar 

experiencias y recursos. Esto incluye la par-
ticipación en foros y redes internacionales 
dedicados a la protección de PCddhA, así 
como la búsqueda y el ofrecimiento de apoyo 
técnico y financiero para la implementación 
del Acuerdo.

• Proporcionar asistencia técnica a los países 
para que diseñen planes y hojas de ruta na-
cionales orientados a resultados, con miras 
a implementar adecuadamente tales planes 
y evaluar sus resultados con la participación 
de pcddha y la sociedad civil. Lo anterior 
permitirá la sistematización y aplicación de 
las lecciones aprendidas, es decir, establecer 
qué actuaciones sirven para la protección de 
PCddhA, en qué contextos y cómo ejecutarlas. 

• Establecer espacios robustos de rendición 
de cuentas al nivel de la Conferencia de 
las Partes, para promover que los países 
cumplan con sus obligaciones y construyan 
voluntad política al efecto. Este mecanismo 
debe corresponderse lo mejor posible con 
otros mecanismos de rendición de cuentas 
similares, a nivel nacional, y también incluir la 
participación de la sociedad civil y de PCddhA.
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